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I. RESUMEN

1. El 19 de marzo de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o la “Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada en nombre propio por Luis Alberto Ruesta Adrianzén (en adelante también “el peticionario” o “la presunta víctima”), en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado peruano" o "el Estado") por la violación a derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”). El peticionario alegó que en diciembre de 1999 fue pasado a la situación de retiro como oficial de la Fuerza Aérea del Perú, mediante una resolución ministerial arbitraria y carente de motivación. Afirmó que al requerir su reincorporación a través de una acción contencioso-administrativa, la Corte Suprema de Justicia declaró improcedente su pretensión, con base en un razonamiento contrario a la normativa constitucional y a decretos leyes que regulan el régimen laboral de los militares. Añadió que el Poder Judicial actuó de forma irregular, con criterios políticos y bajo la influencia de las Fuerzas Armadas.   
2. El Estado sostuvo que el señor Ruesta Adrianzén pudo ejercer libremente los recursos administrativos y judiciales previstos en la legislación peruana, con el propósito de impugnar la resolución ministerial que le pasó a la situación de retiro. Indicó que la acción contencioso-administrativa incoada por la presunta víctima fue declarada improcedente por cuanto había cobrado beneficios sociales y compensaciones ante la Fuerza Aérea del Perú. Agregó que la jurisprudencia constante del Tribunal Constitucional señala que el cobro de beneficios por el demandante implica su consentimiento con el cese del vínculo laboral y una causal de improcedencia de la pretensión de reincorporación al servicio público. El Estado afirmó que los hechos narrados en la petición no caracterizan la vulneración a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en virtud del artículo 47.b) del referido instrumento. 
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana, por no exponer hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos garantizados en el referido instrumento. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 19 de marzo de 2003 la CIDH recibió la petición y le asignó el número 222-03. El peticionario presentó información adicional el 10 de agosto de 2004 y 25 de abril de 2005. El 31 de agosto de 2005 se transmitió las partes pertinentes de esa documentación al Estado y se le otorgó un plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. El Estado presentó su respuesta el 22 de diciembre de 2005 y remitió comunicaciones adicionales el 7 de febrero y 7 de noviembre de 2006, 8 de agosto de 2007, 31 de julio de 2008, 7 de julio, 27 de agosto y 22 de diciembre de 2009, 16 y 19 de abril, 25 de mayo, 6 de julio, 20 de septiembre, 19 de noviembre y 3 de diciembre de 2010 y 15 de febrero de 2011. 
5. El peticionario envió información adicional el 7 y 20 de septiembre de 2005, 3 de marzo, 12 y 26 de abril, 26 y 31 de mayo, 4 de agosto, 7 de septiembre, 1º, 18 y 27 de noviembre de 2006, 15 y 28 de febrero, 22 de marzo y 25 de julio de 2007, 31 de enero, 4 y 24 de marzo, 15 de septiembre y 30 de noviembre de 2008, 9 de junio, 21 de julio y 24 de agosto de 2009, 16 de febrero, 14 de abril, 3, 9 y 29 de mayo, 1º, 10, 16 y 28 de junio, 29 de septiembre, 19 y 24 de octubre, 10, 19 y 29 de noviembre y 20 de diciembre de 2010, 3 y 12 de enero, 2, 8 y 17 de febrero de 2011.    

6. Durante la tramitación de la presente denuncia el peticionario remitió una serie de comunicaciones dirigidas a particulares y órganos vinculados a las Fuerzas Armadas, Poder Judicial, Ejecutivo y Legislativo, Defensoría del Pueblo, Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú, Colegio de Ingenieros del Perú, Arzobispado de Lima, embajadores, ministros de relaciones exteriores y jefes de Estado, medios de comunicación y organizaciones no gubernamentales con sede en el Perú y otros países. En vista de que esas comunicaciones no fueron dirigidas a la CIDH y que no se indicó su relación con la petición, se considera que fueron presentadas a título referencial.    

III. POSICIÓN DE LAS PARTES

Cuestión previa
7. En la petición inicial se alegó que el 27 de diciembre de 1999 el entonces Mayor en actividad de la Fuerza Aérea del Perú, Luis Alberto Ruesta Adrianzén, fue pasado a la situación de retiro por medio de la Resolución del Ministerio de Defensa Nº 1551-DE-FAP. El peticionario y presunta víctima indicó que tras agotar la vía administrativa previa, el 28 de diciembre de 2000 interpuso una acción contencioso-administrativa (expediente Nº 777-ACA) impugnando la referida resolución ministerial y requiriendo su reincorporación. En comunicaciones posteriores, afirmó que el 7 de enero de 2009 interpuso una acción de amparo ante el Quinto Juzgado Especializado en lo Constitucional contra la Fuerza Aérea del Perú, solicitando le fuera entregado un carnet militar con las respectivas prestaciones asistenciales. 

8. El peticionario mencionó haber interpuesto una segunda acción contencioso-administrativa el 18 de febrero de 2008 ante el 4º Juzgado Contencioso Administrativo solicitando el reconocimiento del derecho a una pensión como Mayor retirado de la Fuerza Aérea. Asimismo, indicó haber presentado denuncias penales ante la Fiscalía Provincial de Lima y quejas disciplinarias ante el Tribunal de Sanciones del Sistema de Defensa Jurídica del Estado, todo ello contra el Procurador Público Adjunto a cargo de los Asuntos Judiciales del Ministerio de Defensa relativos a la Fuerza Aérea del Perú. 

9. Si bien el peticionario y el Estado presentaron información y alegatos sobre las dos acciones contencioso-administrativas, la acción de amparo, las denuncias penales y quejas disciplinarias formuladas por el señor Luis Alberto Ruesta Adrianzén, este ha expresado que la petición 222-03 

está circunscrita a la DEMANDA DE REINCORPORACIÓN A LA FUERZA AÉREA que he seguido ante el Poder Judicial del Perú, Exp. 777-ACA de la Tercera Sala Laboral de Lima, luego de que fu[e] pasado a la situación de retiro de manera arbitraria e inconstitucionalmente señalando la causal de RENOVACIÓN en la Resolución Ministerial No 1551/DE/FAP de fecha 27 de diciembre de 1999 (…)
. 

10. En vista de lo señalado por el peticionario, en el resumen de la posición de las partes la CIDH hará referencia exclusivamente a las alegaciones en torno al pase a retiro del señor Luis Alberto Ruesta Adrianzén y la acción contencioso-administrativa por él incoada el 28 de diciembre de 2000.    

A. El peticionario

11. Afirmó que el 21 de octubre de 2005 la Tercera Sala Laboral de Lima declaró parcialmente fundada la acción contencioso-administrativa interpuesta el 28 de diciembre de 2000, disponiendo la nulidad de la Resolución Ministerial 1551-DE-FAP y su reincorporación. Tras la presentación de recurso de apelación por la presunta víctima y por el Procurador Público de la Fuerza Aérea, el 16 de marzo de 2006 la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia revocó la mencionada sentencia y declaró improcedente la pretensión del señor Ruesta Adrianzén. De acuerdo con lo alegado por el peticionario, la Corte Suprema de Justicia es la más alta instancia judicial del Perú en materia contencioso-administrativa, sin que existan recursos adicionales a ser agotados.

12. El señor Ruesta Adrianzén afirmó que en la ejecutoria de 16 de marzo de 2006 la Corte Suprema de Justicia concluyó que al cobrar pagos por concepto de beneficios sociales, él había consentido con la ruptura de la relación laboral, existiendo un supuesto de sustracción de la materia. Manifestó que dicho razonamiento es contrario a lo establecido en la Constitución Política del Perú y legislación especial que regula el régimen laboral de los oficiales de las Fuerzas Armadas. Agregó que la Corte Suprema de Justicia declaró la acción improcedente pese a que el Fiscal Supremo adscrito a dicho tribunal había emitido un dictamen el 16 de diciembre de 2005 recomendando se confirmara la sentencia de la Tercera Sala Laboral de Lima, favorable a la presunta víctima.

13. El peticionario indicó haber aceptado el pago anticipado de beneficios sociales y compensaciones por parte de las Fuerzas Armadas porque “[se] encontraba en una situación económica desesperante (…) por la intempestiva separación de [su] trabajo, interrumpiendo [sus] ingresos económicos que utilizaba para cubrir las necesidades más elementales para el sostenimiento de [su] familia…” Indicó que varios documentos presentados durante el proceso contencioso-administrativo por el Procurador Público a cargo de la defensa de la Fuerza Aérea del Perú fueron incorporados al expediente judicial fuera del plazo establecido en la legislación pertinente. Sostuvo que no pudo pronunciarse oportunamente sobre los documentos aportados por el Procurador de la Fuerza Aérea, en particular los comprobantes de cobro de beneficios sociales y económicos por cese laboral, vulnerándose de esa forma su derecho de defensa.

14. El peticionario mencionó varias leyes y decretos leyes sobre el régimen laboral de los integrantes de las Fuerzas Armadas. Señaló que de acuerdo con dicha normativa, los militares pueden encontrarse en situación de actividad, disponibilidad, retiro y reserva en el Perú, “[teniendo] el derecho de pasar de una situación a otra sin romper el vínculo laboral.” Agregó que “el hecho de cobrar algunos rubros de los beneficios que corresponde al personal al pasar de una situación militar a otra no lo excluye de hecho ni de derecho del vínculo laboral con la institución, máxime si la persona agraviada tiene familia que mantener (…)”.

15. El peticionario afirmó que en diferentes sentencias, el Tribunal Constitucional ha decidido que las resoluciones de pase a retiro de oficiales de las Fuerzas Armadas por la causal de renovación de cuadros deben ser debidamente motivadas, lo cual sostuvo no haber ocurrido en la Resolución Ministerial 1551-DE-FAP de 27 de diciembre de 1999. Mencionó de forma general que el sistema de justicia en el Perú se ha dejado influenciar por la “presión y manipulación del Poder Político (…) [existiendo] numerosos hechos de corrupción e intromisión del poder.” Finalmente, afirmó que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 11, 17, 21, 24, 8 y 25 de la Convención Americana.  

B. El Estado 

16. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario sobre las decisiones de los tribunales internos en torno a la acción contencioso-administrativa interpuesta el 28 de diciembre de 2000 por el señor Ruesta Adrianzén. Manifestó que la ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia de 16 de marzo de 2006 se amparó en jurisprudencia uniforme del Tribunal Constitucional. Destacó que la presunta víctima “percibió oportunamente sus beneficios sociales y todo derecho económico que le correspondía: es decir, aceptó expresamente el acto administrativo de su pase a la situación militar de retiro por renovación.”
17. El Estado afirmó que antes de recurrir a la vía judicial, el señor Ruesta Adrianzén interpuso libremente los recursos administrativos previstos en la Ley de Procedimiento Administrativo General (Ley Nº 27444). Al respecto, adjuntó copias de las resoluciones dictadas en dicho procedimiento y argumentó que el mismo fue seguido de acuerdo con las garantías de un debido proceso. Asimismo, anexó copias de resoluciones directorales del Comando de Personal de la Fuerza Aérea del Perú en las que se reconoce a la presunta víctima el pago de abonos en concepto de compensación, seguro de retiro y otros beneficios sociales.
18. Según lo informado por el Estado, el Decreto Ley Nº 19846 (Ley de Pensiones Militar Policial) establece que el militar que pasa a la situación de retiro o cesantía definitiva sin haber alcanzado el tiempo mínimo de servicios, recibe un monto igual al total de las últimas remuneraciones pensionables por cada año de servicio, por una sola vez, en concepto de compensación. Adujo que la presunta víctima prestó servicios a las Fuerzas Armadas por 11 años y 7 meses, mientras que el período mínimo para que se reconozca una pensión de cesantía es de 15 años de servicios continuos. 

19. Finalmente, el Estado alegó que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar violaciones a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH la declare inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del referido instrumento. 
IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
20. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona natural, respecto a quien el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.

21. La Comisión tiene competencia ratione materiae y ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

22. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

B. Agotamiento de los recursos internos
23. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

24. Conforme a lo señalado entre los párrafos 7 y 10 supra, la presente petición se refiere a alegadas violaciones a la Convención Americana a raíz del pase a retiro del entonces Mayor de la Fuerza Aérea del Perú, Luis Alberto Ruesta Adrianzén, supuestamente en contradicción con la legislación interna aplicable y sin observarse las garantías de un debido proceso administrativo. De acuerdo con lo alegado por las partes, a través de una acción contencioso-administrativa presentada el 28 de diciembre de 2000 la presunta víctima impugnó la resolución ministerial que le pasó a la situación de retiro. Esa acción fue decidida en última instancia el 16 de marzo de 2006 en ejecutoria dictada por la Segunda Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia, sin que existan recursos adicionales a ser agotados.
25. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que la petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.  
C.
Plazo de presentación
26. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
27. Conforme señalado en el párrafo 24 supra, los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados mediante la ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia de 16 de marzo de 2006, con posterioridad a la fecha de presentación de la petición ante la CIDH. En ese sentido, el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención está intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos, encontrándose, por lo tanto, satisfecho.
D.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada
28. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional.  En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos
29. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. 
30. En la presente petición se alega que el señor Luis Alberto Ruesta Adrianzén fue pasado a la situación de retiro a través de una resolución administrativa arbitraria y carente de motivación. Se indica que al requerir su reincorporación a las Fuerzas Armadas por medio de una acción contencioso-administrativa, la Corte Suprema de Justicia concluyó existir sustracción de la materia por cuanto el demandante había cobrado beneficios sociales y compensaciones económicas ante la Fuerza Aérea del Perú. 
31. Según la información presentada por las partes, los magistrados de la Segunda Sala Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia declararon improcedente la pretensión del señor Luis Alberto Ruesta Adrianzén de ser reincorporado a la Fuerza Aérea del Perú, con base en los siguientes fundamentos:
[…] el Tribunal Constitucional (…) ha establecido que el hecho que el demandante haya cobrado el pago por concepto de beneficios sociales constituye que el vínculo laboral ha quedado disuelto; ello además implica haber consentido plenamente dicha ruptura laboral.

[…] se aprecia que el demandante ha cobrado (…) beneficios sociales y económicos, con fecha seis de abril de dos mil, así como el Seguro de Retiro (…) con fecha once de mayo del dos mil, hechos que no han sido negados por él en el presente caso, los cuales deben reputarse aceptados, además en tanto a fojas ciento ochentidos corre la solicitud de beneficios sociales, indicando como motivo el pase al retiro por renovación.   

[…] apreciándose de lo actuado que en efecto el demandante ha cobrado sus beneficios sociales y económicos, además, de haber consentido plenamente la ruptura del vínculo laboral con la emplazada, carece de sustento la demanda y debe ser desestimada, al haberse producido la sustracción de la materia; situación que impide a este Colegiado emitir pronunciamiento respecto del fondo del asunto (…)
.
32. El peticionario afirmó que los fundamentos supra citados no se ajustan a normas constitucionales, leyes y decretos-leyes sobre el régimen laboral de los oficiales de las Fuerzas Armadas en el Perú. Añadió que al ratificar la validez de una resolución administrativa arbitraria y carente de motivación, el Poder Judicial peruano no dispuso un recurso efectivo dirigido a subsanar la violación de sus derechos protegidos en los artículos 4, 5, 11, 17, 21, 24, 8 y 25 de la Convención Americana.
33. Con relación a las alegaciones de que la sentencia de la Corte Suprema de Justicia desconoce lo establecido en la legislación peruana, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.
34. El peticionario sostuvo que el proceso contencioso-administrativo fue conducido de forma irregular, debido a que las autoridades judiciales que lo conocieron habrían actuado bajo la “presión y manipulación del Poder Político (…) [existiendo] numerosos hechos de corrupción e intromisión del poder.” La CIDH observa que tales planteamientos son genéricos y no han sido suficientemente vinculados al proceso contencioso-administrativo impulsado por la presunta víctima; por lo cual no tienden a caracterizar la violación a derechos consagrados en la Convención.
35. Finalmente, en cuanto a las alegaciones de que el representante judicial de la parte demandada – Fuerza Aérea del Perú – habría presentado documentos fuera del plazo establecido en la legislación interna, el peticionario no ha aclarado si esa situación ha sido planteada judicialmente, a través del mismo proceso contencioso-administrativo o de otro recurso judicial. Asimismo, los elementos de juicio presentados por las partes no permiten evaluar si la oportunidad procesal en la que el representante judicial de la Fuerza Aérea del Perú presentó sus escritos y elementos de prueba contravendría lo establecido en la legislación procesal pertinente y por ende vulneraría lo establecido en el artículo 8.1 de la Convención Americana.
36. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las alegaciones y elementos de hecho aportados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.    

V. CONCLUSIONES
37. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención Americana, por no exponer hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos garantizados en el referido instrumento. En consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Comunicación del peticionario recibida el 14 de abril de 2010, página 1. Las mayúsculas, negritas y subrayados corresponden a la versión original. En comunicaciones recibidas el 29 de mayo y 1º de junio de 2010 el peticionario reiteró que su reclamo ante la CIDH se circunscribe a la demanda de reincorporación a la Fuerza Aérea, a través de la acción contencioso-administrativa formulada el 28 de diciembre de 2000 y cuyo expediente fue registrado bajo el número 777-ACA.


� Comunicación del Estado recibida el 19 de abril de 2010, anexos, sentencia de la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, 16 de marzo de 2006, ACA No 2274-2005, considerandos octavo, noveno y décimo. 


� CIDH, Informe Nº 79/10, Petición 12.119, Inadmisibilidad, Asociación de Jubilados Petroleros del Perú – Área Metropolitana de Lima y Callao, Perú, 12 de julio de 2010, párrs. 41 y 42; Informe Nº 27/07, Petición 12.217, Inadmisibilidad, José Antonio Aguilar Angeletti, Perú, 9 de marzo de 2007, párrs. 41 y 43 e Informe Nº 39/05, Petición 792-01, Inadmisibilidad, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, Perú, 9 de marzo de 2005, párrs. 52 y 54.


� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Inadmisibilidad, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, Perú, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Inadmisibilidad, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, Ecuador, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Inadmisibilidad, Wilma Rosa Posadas, Argentina, 10 de octubre de 2001, párr. 10 e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Inadmisibilidad, Santiago Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, párr. 71.
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